
Aplicación automática de la moratoria para empresas y grandes tenedores 

La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual que se encuentre en situación de 
vulnerabilidad económica podrá solicitar de la persona arrendadora cuando esta sea una 
empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor, entendiendo por tal la persona física 
o jurídica que sea titular de más de 10 inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o 
una superficie construida de más de 1.500 m2, en el plazo de un mes desde el 2 de abril de 
2020, el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta, siempre que dicho 
aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma no se hubiera conseguido ya con 
carácter voluntario por acuerdo entre ambas partes. 

En el caso de que el acuerdo no se hubiese producido, el arrendador comunicará 
expresamente al arrendatario, en el plazo máximo de 7 días laborables, su decisión, escogida 
entre las siguientes alternativas: 

a) Una reducción del 50% de la renta arrendaticia durante el tiempo que dure el estado de 
alarma decretado por el Gobierno y las mensualidades siguientes si aquel plazo fuera 
insuficiente en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, con 
un máximo en todo caso de cuatro meses. 

b) Una moratoria en el pago de la renta arrendaticia que se aplicará de manera automática y 
que afectará al periodo de tiempo que dure el estado de alarma decretado por el Gobierno y a 
las mensualidades siguientes, prorrogables una a una, si aquel plazo fuera insuficiente en 
relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, sin que puedan 
superarse, en ningún caso, los cuatro meses. Dicha renta se aplazará, a partir de la siguiente 
mensualidad de renta arrendaticia, mediante el fraccionamiento de las cuotas durante al 
menos tres años, que se contarán a partir del momento en el que se supere la situación de 
vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, o a partir de la finalización del plazo de los 
cuatro meses antes citado, y siempre dentro del plazo a lo largo del cual continúe la vigencia 
del contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas. La persona arrendataria no 
tendrá ningún tipo de penalización y las cantidades aplazadas serán devueltas a la persona 
arrendadora sin intereses. 

La persona arrendataria podrá tener acceso al programa de ayudas transitorias de 
financiación, levantándose la moratoria en el pago de la renta arrendaticia y el consiguiente 
fraccionamiento de las cuotas en la primera mensualidad de renta en la que dicha financiación 
esté a disposición de la persona obligada a su pago. 

 

Modificación excepcional y transitoria de las condiciones contractuales de arrendamiento en el 
caso de arrendadores particulares. 

La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual que se encuentre en situación de 
vulnerabilidad económica podrá solicitar de la persona arrendadora, cuando esta no sea 
empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor (titular de más de 10 inmuebles), en 
el plazo de 1 mes desde el 2 de abril de 2020, el aplazamiento temporal y extraordinario en el 
pago de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma 
no se hubiera acordado previamente entre ambas partes con carácter voluntario. 

Una vez recibida la solicitud, la persona arrendadora comunicará a la arrendataria, en el plazo 
máximo de 7 días laborables, las condiciones de aplazamiento o de fraccionamiento aplazado 



de la deuda que acepta o, en su defecto, las posibles alternativas que plantea en relación con 
las mismas. 

Si la persona física arrendadora no aceptare ningún acuerdo sobre el aplazamiento y, en 
cualquier caso, cuando la persona arrendataria se encuentre en la situación de vulnerabilidad 
sobrevenida, esta podrá tener acceso al programa de ayudas transitorias de financiación. 

Consecuencias de acogerse indebidamente a la moratoria de la renta arrendaticia: 

La persona o personas que se hayan beneficiado de una moratoria de la deuda arrendaticia de 
su vivienda habitual y/o de ayudas públicas para atender al pago de la misma sin estar en 
situación de vulnerabilidad económica, serán responsables de los daños y perjuicios que se 
hayan podido producir, así como de todos los gastos generados por la aplicación de estas 
medidas excepcionales, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden a que la conducta 
de los mismos pudiera dar lugar. 

El importe de los daños, perjuicios y gastos no podrá ser inferior al beneficio indebidamente 
obtenido por la persona arrendataria por la aplicación de la norma, la cual incurrirá en 
responsabilidad, también, en los casos en los que, voluntaria y deliberadamente, busque 
situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad económica con la finalidad de 
obtener la aplicación de estas medidas excepcionales. 

 


